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IIAZON DE RELATORIA

La resolución emitida en el Expcdiente 03 124-2016-PA/TC es aquella que declam

INFUNDADO el recurso de agravio constitucional y está conformada por los votos de los

magistrados Sardón de Taboada, Ledesma Nal"r'áez y Espi¡osa-Saldaña Balrera, este último
convocado para dirimir la discordia suscitada en autos. Se deja constancia de que los

magistúdos concuerdan cn cl sentido del failo y la resolución alcanza los tres votos

conlbrmes, ta1 como lo prevó el a¡ticL¡lo 11. primer párrafo del Reglamento Normativo del

Tribunal Constitucional en concordancia con el afiícr o 5, cua¡to párafo dc su I-cy

Orgánica. Asimismo. se adjunta el voto singular del magistrado Bh.¡ne Fortini.
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VOTO DE LOS MAGISTRADOS SARDÓN DE TABOADA Y
LEDESMA NARVÁEZ

VISTO

El recurso de agravio constitucional interpuesto por don Pedro Quesquen
Unares sucesor procesal de doña Rosa LiÍares Saucedo contra la resolución de fojas
03, de fecha 5 de enero de 2016, expedida por la Primera Sala Especializada Civil de

la Cofte Superior de Justicia de Lambayeque que declaró infundadas las observaciones
formuladas por la pa¡te demandante; y,

TENDIENDO A QUE

En la etapa de ejecución dc sente¡cia del proceso de ampa¡o seguido contra la
Ol-lcina de Normalización Previsional (ONP) se le ordenó a esta que cumpla la
sentencia expedida por la Sala Especializada en Derecho Constitucional de
Lambayeque, de fecha 6 de setiembre de 2006 (folio 131), que declaró 1'undada en
parle la demanda y dispuso el reajuste de la pensión de viudez de la demandante,
dc confbrmidad con 1o dispuesto por la Ley 23908, con el pago de las pensiones
devengadas y los intereses legales.

Así, mediaDte Resolución I I 12 I 4,2006-ONP/DC/DI, 19990, de t 4 de noviembre
de 2006 (folio 151), la demandada le otorgó pensión de viudez a la recurente por
la cantidad de I/. 2096.94 a partir del 8 de junio de 1988, la misma que reajustada
conforme a la Ley 23908 asciende al I de mayo de 1990 a S/.2.10, y se encucntra
actualizada a la fecha de expedición de la resolución en la suma de S/. 409.83.

Mediante osc tos del 13 de enero de 2014 y 17 de julio de 2015 (Iolios 340 y 369,
respeclivamente), la parte demandante formula observaciones a los info¡mes
periciales emitidos en aulos, a fin de que se practique una nueva liquidación de
pensiones devengadas y de iltereses legales.

EXP. N." 03 124-20I6-PA/TC
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Mediante Resolución 31 (folio 376), de 23 de setiembre de 2015, el juez de
ejecución declaró infundadas las observaciones por estimar que el Info¡me pericial
823-2013-DRL/PI (folio 326), de 13 de diciembre de 2013, conclLrye que la
liquidación practicada por la ONP se encuentra arreglada a lo dispuesto por la
sentencia de autos.
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La demandante interpuso recurso de apelación y solicitó que se practique nueva
liquidación de devengados e intereses, aplicándose dive.sas cañas normativas y la
tasa de interés legal efectiva, respectiva-'nente.

La Sala supe or competente confimó la apelada por considerar que tratándose de
adeudos de natuialeza previsional, el interés que debe aplicarsc (.s el interés legal

-que establece el artículo 1244 del Código Civil, lúado por el Banco Central dl]
Reserva; y que las catas nomativas no han sido compre¡didas en el petitorio ni
en la sentencia de vista.

En la resolr,¡ción emitida en el Expediente 0201-200'7 -QITC, este 'l ¡ibunal
establcció que, de manera exccpcional, puede aceptarse la procedencia del RAC
cuando se trata de proteger Ia ejecucjó¡, en sus propios téminos, de sentencias
estimatorias dictadas po¡ el Poder Jr¡dicial en prccesos coÍstitucionales.

La procedencia excepcional del recurso de agravio conslitücional (RAC) en este
supuesto tiene por linalidad ¡establecer el orden jurídico constitucional,
corespordiendo al Tribunal valorar el grado de incumplimiento de las sentencics
estimatorias cuando en fase de ejecución el Podei Judicial no cumple dicha
función.

En el presente caso, la controversia consiste en determinar si eÍ I'ase de ejecuciór
dc sentencia se desvirtuó lo decidido a favo¡ de la parte recurrente en el proceso de
amparo a que se ha hecho ¡eferencia en el considerando 1; de manera particular, si
cor¡esponde la aplicación de las cartas nomativas para el cálculo de las pensiones
devengadas y si los intereses legales derivados de aquellas deben efectuarsc de
conformidad con el artículo 1246 del Código Civil, sin la observancia del arrículo
1249 de la citada norma legal.

10. Al respecto, se adviefte del esc to de demanda, que la aplicación de las cafas
Domativas no ha sido formulada en ei petitorio, razón por la cual no fue materia
de pronunciamiento en las sentencias emitidas en aulos.

8

9

De otro lado, coo relación a los intereses legaies. dcbe indicarse que mediante auto
emitido en el Expediente 02211-2014-PAITC se ha cstablecido en calidad de
doctrina jurisprudencial vinculante, aplicable incluso a los procesos iudjciales en
trámite o en etapa de ejecución, que el intcrés legal aplicable en materia
pensiona¡ia no es capitalizable, conformc al aÍicr¡lo 1249 del Código Civil.
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12. Por tanto, no se advierte que la sentencia de vista se esté ejecutando de ma¡era
defectuosa, razón por la cual el presente recurso de agravio constitucional debe ser
desestimado.

Por estas consideraciones, estimamos que se debe

Declara¡ INFUNDADO el recurso de asravio constitucional

SS

SARDÓN DE TABOADA
LEDESMA NARVÁEZ

Loq
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VO'I'O DEL MAGISTRADO ESPINOSA-SALDAÑA BARRERA

Coincido con el sentido dc 1o planteado por la magist¡ada l-edesma Narváez y el

magislmdo Sa¡dón dc l'aboada, en mérito a las consideraciones allí desc tas. Lstov
de acuer'do en que sc declare inlundado el recuso dc agravio constitucional.

2. Ahora bien, y en mérito a la rigurosidad técnica que debe caractedzar a toda
resoluciól de nuestro 'lribunal, muy respetuosamente considero que es redundanle
hablar de doct.ina jurisprudencial vinculante, 1al como se consigna en el
lunJamento nuc\ c dcl voto dc m¿)oria.

l. Ils pues, en este conlexto. quc cn aras a la precisión conceptual que le co esponde
nanteDer a csle órgano colegiado, y sobre la basc de lo dispuesto por nuestra
lcgislación y por la jurisprudcncia del Tribun¿l Constitucional, la paLabra
''!inculante" cn el escenário de las expresiones ariba señaladas cs innecesaria por
redundante. Inoluso puede generar cierta indescablc confusión, en la medida que

podria enlenderse que algunas dc dichas decisiones ro tendría¡l dicho carácter.

4. En ese sentido, dcbcmos tener presenle que en el artículo Vl del Título Preliminar
del Código Procesal Conslilucional, i¡1 iúe, se establece la figura de Ia "doctrina
iurisprudencial" o de Ia'lurisprudencia constitucional". Se señala en estd

disposiciór qr¡e:

"Artículo VI.- (...)
(... ) Los Jueces interpretan y aplican las leyes o loda Íorma con rango de ley
y los reglamenlos segírn los preceptos y principios constitucionales,
conibnne a la interpretación de los mismos que resulte de las resoluciones
dictadas por el I ribunal ( onsti¡ucion:1 .

5. Como puede apreciarse, en esta disposición sc rccoge un mandab claro y
obligatorio dirigido a los jricces y juczas, dc scguir las interpretaciones del Tribunal
Constitucional. Sjcndo asi, oonsideramos que la caliñcación "vinculante" resultaría
redundante y tendria efectos indeseados, en la medida que dicha expresión podría
connotar que además existe doctrina jurisprudencial'ho vinculante".

LAMBAYEQUs
ROSA LINARES SAUCEDO
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6. I-o anles dicho, dcsde luego, no obsta la posibilidad para que, muldlis mulandis, en

u¡ dctcminado caso los jueces o las juezas puedán apadarse del criterio, regla o
interpretación establecida por el Tribunal Constitucional. Aqucllo se materializ¿ a
tra!és de la operación conocida como al¡Jlifiguishing. A mayor abundamienlo, esto

es posiblc siempre que exista ul1a difercncia sustantiva entre lo establecido como
doctrina ju sprudencial y lo alegado o discutido en el ¡uevo caso. [n'rpe¡o, así

\isLo, el dist¡úEu¡shlrg no resta entonces e11 absoluto cficacia a la doctrina
jurisprudcncial, y menos aun cuestio11a su obligatoricdad, sino que a través de dicha
opcración 1an solo se determina que la rcgla o criterio que estas contie¡en no son
aplic¿bles al caso específico, por estar fuera de los alcances allí se regula.

7. Hechas estas salvedades, espero haber dejado en claro por qué, a pesar de estar de

acuerdo con el voto de mayo a que suscribo, considero quc no debió agregarse la
exprcsión "vinculan1e", conlorme ha sido sustentado en estc voto.

ESPI NOS,\-SALDAÑA BARRERA. ñ

Lo

S
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VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO ERNESTO BLUME FORTINI,
OPINANDO QUE NO CORRESPONDE PRONUNCIARSE SOBRE EL

RECURSO DE AGRAVTO CONSTITUCIONAL, SINO DIRECTAMENTE
REVOCAR EN PARTE LA RESOLUCIóN IMPUCNADA Y ORDENAR LA

EJECUCIÓN DE LA SENTENCIA CON EL PAGO DE INTERESES LEGALES
CAPITALIZABLES POR TRATARSE DE DEUDAS PENSIONARIAS

Respecto del recurso de agravio constitucional y el pronunciamiento del Tribun¿l
Constitucional conformc con el artículo 202, inciso 2, de la Constitución

El ¡ecurso de agravio constitucional es un medio impugnato o que persigue la
revisión de la ¡esolución (seltencia o auto) que deniega, en segunda instancia, una
pretensión de tutela de derechos fundamentales, quc declara infundada o
improcedente la demanda; recurso que es exclusivo de los procesos
constitucionales de la libertad.

2. En tal sentido, una vez interpuesto dicho medio impugnatorio, cumplidos los
requisitos conespondientes y concedido el mismo, se habilita la competencia
jurisdiccional del 'l'ribunal Constitucional para conocer, evaluar y resolvq la causa,
sea por el fondo o por la forma. y emitir pronunciamicnto respecto de la resolución
impugnadá para anularla, revocarla, modificarla, confirmarla, pronunciilndose
directamente sobre la prelensión contenida en l¿ demanda.

3. Sobre esto último, Moüoy Gálvez sostiene que la impugnación "es la vía a tmvés
de la cual se expresa nuestra voluntad en sentido contra o a una situación jurídica
establecida, la que pretendemos no produzca o no siga produciendo efectos

En tal sentido, a mijuicio, una vez admitido un recurso de agravio constitucional,

' MONROY GÁLVEZ, Juan: "Apuntes para un estudio sobre el recurso de casación en el proceso civil
peruano". eo R¿v¡s¡a Pe,"¡l,xha.le Derccho Pracesdl, N" i, Lima, septiembre 1997, p. 2 i.

Con el debido respeto por mis colegas magistrados, discrepo del auto de fecha 20 de

Iebrero de 2018. en cuanto resuelve: "Declarar INFIINDADO el recurso de cgravio
constitucional". pues, a mi juicio, lo que cabe es revocar en parte la Resolución 35, de

fccha 5 de enero de 2016, emitida por la Primera Sala Especializada Civil de la Corte
Superior de Justicia de Lambayequc. en cl extrcmo referido al pago de intereses; y
ordenar a la ONP que efectúe dicho pago r¡tilizando la tasa legal efectiva que implica cl
pago de intereses capitalizables. Asimismo, opino que se debe confi¡m¿r¡ tal resolución
cn el ext¡emo referido a los incrementos de las cartas normativas 15-ONP-IPSS-90. 17-

ONP-IPSS-9Í) y I9-ONPJPSS-90, por cuanto no fucron matcria dcl pronunciamiento
de la sentencia de autos. Fundamento el prcsente voto en las siguientes consideracioncs:
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lo que procede es resolver la causa, pronunciándose sobre la resolución (auto o
sentencia) impugnada.

4. El recu¡so de agravio constitucional no es una pretensión en sí, figura propia del
i¡stituto procesal de la demanda, pues, como bien se sabe, esta última, además de
canalizar el derecho de acción, conlie¡1e la pretensión o petitorio.

5. Confundi¡ un medio impugnatorio con una pretensión o petitorio de demanda no
resulta de recibo, ni menos sc compadece con el signilicado de conceptos
procesales elementales.

6. Si bien es ciefio que en el presente caso nos encontramos ante un recurso de
agravio constitucional atípico planteado en Ia elapa de ejecución de sentencia, nu es

menos cierlo que, una vez conccdido este y elevados los actuados al Tribunal
Constitucional, lo que corresponde es el análisis de la ¡esolución materia de
impugnación y no del recurso mismo. Es decir, la revisión de la resolución judicial
de la instancia inferior que ha sido inrpugnada para emitir un pronunciamiento
sobre la misma, para detertninar si es armónica y concordante con el cumplimiento
de ia sentencia constitucional que se viene ejecutando.

7. Por ello, en el caso de este recurso de agravio constitucional atípico, el eje de
evaluación no varía, aun cuando el cuestionamiento se plantee en la etapa
postuiatoria o en la etapa de ejecución de una settencia constitr¡cional, pues desde
mi pe¡spectiva, la decisión que debc adoptarse está rcfe da a la ¡esolución
impugnada, conñrmándola, revocándola o anulándola según co.responda.

8. Ello sin perjuioio que la regulación de este tipo de medio impugnato o se haya
establecido directamente por el Tribunal Constitucional y que no haya sido, en
términos procesalcs, desanollado en su jurisprudencia, ya que tal hecho no implica
desconocer categorías procesales básicas ni caer en urla mala práctica procesal.

Respecto de los intereses legales aplicnbles a l¿s deudas pensionarias a cargo del
Estado

9. Respecto al tipo dc interés que corresponde liquidarse en materia pensionaria, y quc
es materia de cuestionamiento materia en el presente caso, soy dc la opinión que es
de aplicación la tasa de interés efectiva, que implica el pago de intereses
capitalizables, por las razones que a continuación paso a exponer.

10. En la Sentencia 0003-2013-PI/TC, 0004-2013-PVTC y 0023-2013 -PI/TC, sobre Ia
Ley del Presupuesto Público del año 2013. este'lribunal Constitucional precisó la
natu¡aleza y alcances de las leyes del presupuesto público. establecicndo,
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principalmente, sus caracte sticas de cspecialidad y anualidad. Con relación a esto

último, especificó lo siguiente en su fu[damento 29:

"Dada la periodicidad anual de la Ley de Presupuesto, toda disposición legal c¡ue ella
contenga, cr¡ya vigencia supere, expresa o implícitamenle, el periodo anual respcctivo, o
que establezca una vigencia ilimitada en el tiempo, es Z¿,' r¿ incompatible con el
arriculo 77 de la Ley Fund¿mental, conlo igualrnente es inconstitucional, por sí mismo,
que en Ia Ley de Presupuesto se regule un conlenido normativo ajeno a la materia
esf ¡ictamente presupuesf ari¿".

En tal sentido, es claro que el contenido de todas las normas que regula una lcy dc
presupuesto, solo tienen efectos durante un año; y solo deben regular materia
presupuestaria, pues son estas dos características -adicionales a su procedimiento
dc aprobación condiciones para su validez constitucional a nivel formal.

I L La nonagésima sétima disposición complementaria de la Ley de P¡esupuesto del
Sector Público para el año flscal 2013 (Ley 29951), dispone lo siguiente:

Dispóngase, a partir de la vigencia de Ia presente Ley, que el interés que oorresponde
pagar por adeudos de carácter previsional es el interés legal lÚado por el Banco CeDtral
de Reserva del Perú. El referido ürterés no es oapitalizable de confornidad con cl
afículo 1249 del Código Civil y se devenga a partir del dia siguiente de aquel en que se

produjo el i¡cumplimiento hasfa el día de su pago efectivo, sin que sea necesario que el
acreedor afectado exija judicial o extrajudicialnente el incumplimiento de Ia obligación
o pruebe haber sulrido daño alguDo. Asimismo, establézcase que los procedimientos
administrativos, judiciales en trámite o en etapa de ejecución, o cualquier adeudo
prevjsional peDdiente de pago a la fecha, se adecuará a lo establecido en la presente

disposición.

12. En principio, es claro que el mandato contenido en la citada disposicióD
complementaria, estuvo vigcnte durante el año 2013 y por lo tanto, solo podía tener
efectos durante dicho año. esto es desde el I de enero al 31 de diciembre de dicho
pe odo presupuestal.

13. Sin embargo, y como es dc vr;rse, su contenido prccisa eltipo de interés aplicable a

1a deuda pensionaria, es decir, l1o ¡egula una materia presupuestaria, sino su

finalidad específica es establcccr la forma cualitativa del pago de intereses de esle

tipo específico de deudas. Esta incongruencia de su contenido evidencia la
inexistencia de un nexo lógico e inmediato con la e.jecución del gasto público anual,
y por lo tanto, una inconstitucionaljdad dc fonna por la materia regulada.

14. Cabe precisar que el Sistema Nacional de Pensioncs, en tanto sistema de

administración estatal de aportaciones dinerarias para contingencias de rejez, se

solventa, en principio, con la recaudación mensual de aportes a cargo de la Sunat y
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la ¡entabilidad que produzcan dichos fondos. A ello, se adicionan los ibndos del
tesoro público que el Ministerio de Economía y Fi[anzas aporta y otros i¡grcsos
que pueda recibir el Fondo Consolidado de Reservas P¡evisionales.

15. En tal sentido, aun cuando la Ley de Presupuesto Público debe incluir el gasto que
supone la ONP como entidad pública para su fulcionamiento, ello no termina por
justificar, razonablemcntc, la incorporación dc una disposición regulato a de un
tipo de interés especifico para el pago de la deuda pensio[aria, pues la norma en sl

misma escapa a la espeoial materia regulatoria de este tipo de leyes.

16. En otús palabras, aun cü¿ndo es cierto que la ONP como entidad estatal genera
gasto público que corresponde ser incluido en ia l-ey de Presupuesto (planilla de
pago de trabajadores, pago de servicios, compra de bienes, entre otros gastos);
dicho gasto, en sí mismo, no es otro que el costo que asume i-l Estado peruano para
la concretización del derecho fundamental a la pensión a 1¡vor de todos los
ciudadanos á modo de garantia est¿tai, esto en claro cumplimiento de sus

obligaciones internacionales de respeto de los derechos protegidos por la
Convención Americana de Derechos Humanos y dl] garantizar su e{ectividad a

través de medidas legislativas u otro tipo de medidas estatales (artículos 1 y 2 de la
Convenció¡ Americana de Derechos Humaflos).

17. Por ello, la inclusión de una disposición que regula Ia forma cualitativa del pago de

los intereses pensionarios no guarda coherencia con la materia presupuestal pública
a ¡egularse a través de este tipo especial de leyes, 1o cual pone en evidencia la
existencia de una infracción formal que haduce en inconstitucional la nonagésima
sétima disposición complementaria de 1a Ley de Presupuesto del Sector Público
para el año fiscal 2013. pues su texto incorpora al ordenamiento jurídico una
materia ajena a la presupuestaria como disposiciór normativa. Siendo ello asi, su

aplicación resulta igualmcntc inconstitucional.

18. En el caso de las deudas pensionarias reclamadas a propósito de los procesos
constitucionales de amparo, se advieñe la presencia de 2 caractcristicas
pafticulares: a) F)l restablecinriento de las cosas al estado anterior. El proceso
constitucional está destinado a restituir las cosas al estado anterior a la lesión del
derecho a la pensión, lo que implica que eljuez constitucional además de disponer
]a nulidad de1 acto u omisión lesiva, debe ordenar a la parte emplazada la emisió¡
del acto administrativo ¡econociendo el de¡echo a 1a pensión a favor del
demandante; y, b) el mandato de pago de prestaciones no pagadas oportunamente.
En la medida que e1 derecho a la pensión genera una prestación dincraria,
conesponde que dicha restitución del derecho incluya un mandato de pago de todas
aqueilas prestaciones no pagadas en su opoltunidad.
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19. Esta segunda cüalidad particular de las pretensiones pensionarias en los procesos
constitucionales, a su vez plantca una problcmática producto del paso del tiempo: la
pádida del valor adquisitivo de la acreencia dependiendo de cuan lejana se

encuentre la l'echa de la regularización del pago de Ia prestación pensioflaria. Esta
situación consecuencia directa del ejercicio deficiente de las facultades de la ONP
y por lo tanto, es imputablc cxclusivamente a ella genera cn el acrcedor
pensionario un grado de allicción producto de la {álta de pago de su pensión, que
supone en cl apofante/cesante sin jubilación no recibir el ingreso economico
necesario para solventar sus necesidades básicas de alimentación, vestido e incluso
salud (sin pensión no hay lugar a prestación de seguridad social), durante el tiempo
que la oNP omita el pago y se demuestre judicialmente si tiene o no derecho al
acceso a la pensión.

20. El legislador mediante la Ley 28266, publicada el 2 de julio de 2004, inició la
regulación de los intereses previsionales apaLrejándolos a la tasa de interés legal
frjada por el Banco Central de Reserva del Peú.

La citada disposición estableció lo siguiente

Establécese que el pago de devengados, en caso de que se generen para los pensioDistas
del Decreto Ley N' 19990 y regímenes diferentes al Decreto Ley N'20530, no podrán
fraccionarse por un plazo mayo¡ a un año. Si se efectuara el fraccionamiento por un
plazo mayor a un año, a la respectiva alícuota deberá aplicársele la tasa de interés legal
lúada por el Banco Cent¡al de Reselva del Perú.
EI Ministerio de Economía y Fi¡aDzas efectúa las provisioles presupuestales a que haya
lugar. (sic)

Como es de verse! para el legislador el pago de las pensiones devengadas -no
pagadas oportunamcnte producto de la demora del procedimiento adninistativo de

calificación o de la revisión de oficio que superaran en su programación
i'raccionada I año desde su liquidación, merecen el pago adicional de intereses
conforme a la tasa ñjada por el Banco Central de Reseña del Pen¡. Al respecto, es

necesario precisar que el BCR regula dos tipos de tasas de interés a fin dc
establecer la rel¿rencia porcentual que corresponde imputar a deudas de naturaleza
civil (tasa de interés efectiva) y laborai (tasa de interés laboral o nominal), esto en
vifud de lo dispuesto en el afiículo 1244 del Código Civil y el afiículo 51 de sir
Ley Orgánica (Ley 26123).

21. Hasta aqui, lo dicho no hace más quc identifica¡ que las deudas previsionales por
mandato del legislador, ve[cido el año de fraccionamiento sin haberse podido
liquidar en su totalidad, gencra un interés por el incumplimiento, pero ¿cuál cs la
naturaleza jurídica del interés que generan las dcudas pensionarias?

\l
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22. En nuestro ordenamiento jurídico, las reglas sobre el i¡cumplimie¡to de

obligaciones se encuent.an establecidas en el Código Civil. Estas reglas aplicables
a las ¡elaciones entre privados sirven de marco regulatorio general para la
resolución de conflictos o inceúidr¡mbres jurídicas que se planteen en el dcsarrollo
de dichas rclaciones jurídicas. Si bien es cierto quc las controversias que se evalúan
a través de los procesos constitucionales no pueden ser resueltas en aplicación del
Derecho Privado, ello no impide que el juez constitucional analice dichas reglas a

fin de identiljcar posibles respuestas que coadyuven a la resolución de

controversias en las que se encuentren involuc¡ados derechos fundamentales. Ello,
sin olvidar que su aplicación solo es posible si dichas reglas no contradicen los
fines esenciales de los procesos constitucio¡alcs dc garantizar la primacía de Ia
Constitución y la vigencia efectjva dc los dcrechos constitucionales (Artículo II del
Título Preliminar del Código Procesal Constitucional).

21. Así, el articulo 1219 del Código Civil, establece cuales son los efectos de las

obligaciores coÍtraídas enfIe ei acreedor y deudor. Asi:

Es efecto de las obligaciones autorizar al acrcedor para Io siguient€:
1.- Emplear las medidas lcgales a fin de que el deudor le procure aquello a que está

obligado.
2.- Procurarse la prestación o hacérse¡a procurar por otro, a costa del deudor.
J.- Obtener del deudor la indemnización corrcspondiente.
4.- Ejercer los derechos del deudor. sea en vía de acción o para asumir su defensa, co¡
excepción de los que sean iDherentes a la persona o cuando lo prohíba la ley. El
acreedor para el ejercicio de los derechos mencionados en este inciso, no necesita
recabar previamente autorización judicial, pero deberá hacer citar a su deudor en el
juicio que promueva. (...)

En la misma línea, el articulo 1152 del Código Civil, dispone lo siguiente ante el
incumplimiento de una obligación de hacer por culpa del deudor:

... el acreedor también tiene derecho a exigir el pago de la indemñización que
corresponda-

Finalmente, el articulo 1242 del mismo código, regula ios tipos de intercscs
aplicablcs a las dcudas ge¡eradas en el te(itorio peruano. Asi:

El iúerés es oompeDsatorio cuando constituye la contraprestación por el uso del dinero
o de cualquier otro bien.
Es moratorio cuarto tiene por finalidad indemnizar la nrora en el pago.

24. Como es de verse, nuestra legisiación civil establece como una de las
oonsecuencias generalcs del incumplimiento de obligaciones, el derecho legal a

reclamar una indemnización, y precisa que en el caso de deudas pecuniarias no

I
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pagadas a tiempo, se generan intereses moratorios, cuya finalidad es resarci¡ al
acreedor por la demora en la devolución dei crédito.

25. Conforme lo he precisado sapra, Ia tutela judicial del derecho a la pensión, gcncra
dos mandatos, uno destirado al reco¡ocimiento la eñcacia del derecho por parte del
agcnte lesivo (ONP), para lo cual se ordena la emisión de un acto administrativo
cumpliendo dicho fin; y, otlo destinado a restablecer el pago dc la ¡ensión
(prestación econórnica), lo que implica rcconocer también Ias consecuencias
econón cas gene¡adas por la demora de dicho pago a favor del pensionista, a través
de u¡a orden adicional de pago de intereses moratorios en contra del agente lesivo,
crite¡io establecido en Ia jurisprudencia del Tribtnal Constitucional dcsde la
emisión de la Se¡tencia 0065-2002-PA/TC.

26. Es impoflante recorda¡ que el derecho a la pensión es de naturaleza alimentaria, por
10 que su lesión continuada, producto de la falta de pago de la pensión, geÍera una
aflicción negativa en los últimos años de vida del apoftante/cesante sin jubilación,
dado la ausencin de solvencia económica para la atención de sus necesidades
básicas de alimentación, vestido y salud. Es este hecho el que sustenta la orden de

reparación vía la imputación del pago dc intcrcses moratorios.

27. En tal sentido, se aprecia que los intereses quc provienen de las deudas
previsionales y que son consecuencia directa del pago tardío generado por el

deficiente ejercicio de las competencias de la ONP, son de Daturalcza
indemnizatoria, pues lienen por finalidad compensar el perjuicio ocasionado en el
pensionisra por el retardo del pago de la pensión a la que tenía derecho, esto por
cumplir los requisitos exigidos por ley y que ha sido demostrado en un ploceso
judicial.

28. Es impofante dejar en claro que el hecho de que la ONP a propósito de un
dellciente ejercicio de sus ñrnciones exclusivas de caliñcació¡ y pago de
prestaciones pensionarias, lesione el derecho a la pensión y como consecuencia de

dicho accionar o eventual omisión , gonere un pago tardio de dichas preslaciones,
ello en modo alguno traslada la responsabilidad de dicha demora hacía el Irondo
Consolidado de Reservas Previsionales, en la medida de que en los hochos, este
fondo es objeto de administración y no participa ni revisa el ejercicio de las

t'unciones de la ONP, por lo que no genera ni puede gencrar acciones ni
omisiones lesivas del citado derecho.

Al respecto es necesario precisar que la Ley de Procedimientos Administrati\os
General (Ley 27444), establece la responsabilidad patrimonial de las entidades
públicas al señalar lo siguiente:

Artículo 238.1.- Sin perjuicio de las respo¡sabilidades previstas en el Derecho común y

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL
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en las leyes especiales, las entidades son patrimonialmente responsables frente a los
administrados por los darios di¡eclos e hmediatos causados por los actos de la
administración o los servicios públicos directamenle prestados por aquellas.

Artículo 238.4.- El daño alegado debe ser efectivo, valuable económ;camente e

irrdir i,lualiu¿do c"rr relacion a un admini,rrado o gnrpo de ellos .

29. Es por ello que, únicamente, el citado fondo responde -y debe responder a

exclusividad por el pago de la pensión y/o eventuales devengados y reintegros
provenientes de un nuevo y correcto cálcülo de dicha prestación, en tanto que la
ONP debe rcsponder y asumir la rcsponsabilidad dcl pago de los inte¡eses
generados por dioho pago tardío (mora), como entidad pública legalmente
competente para caliñcar y otorgar el pago de pensiones del Sistema Nacional dc
Pensiones, al ser la responsable de la lesión del derecho fundamental a la pcnsión.
Esto quiere decir que la ONP a lravés de sus lbndos asignados anualmente y/o
fondos propios, cs quien debe responder por el pago de los intereses generados a

propósito del ejercicio dcficicnto dc sus facultades para asumir,
independientemente, el pago de dicho adeudo, sin que ello afecte al Fondo
Consolidado de Resen as Previsionales.

31. El Banco Cental de Rese¡vá (BCR), por mandato del artículo 84 de la
Constitución, es el órgano constitr¡cional encargado de regular la moneda y el
crédito del sistema linanciero. Asimismo, por mandato del añículo 1244 del Código
Civil, de Ia Ley 28266 y del Decreto Ley 25920, cs el órgano estatal facultado para
establecer las tasas de interés aplicables a las deudas de naturaleza civil, previsional
y laboral.

30. Ahora bien. teniendo en cuenta la naturaleza indemnizatoria de los intereses
previsionales, es necesario determinar cuál es el tipo de tasa de interés aplicable
para su determinación.

Aquí cabe puntualizar que la regulación del interés laboral viene a constituir la
excepción a la regla general del interés legal, dado que por mandato del Decreto
Ley 25920, cl lcgislador ha preferido otorgar un tratamiento especial para el pago
de inlereses generados por el incunrplimiento dc obligaciones laborales a fin de

evitar un perjuicio económico al empleador con relación a la inversión de su
capital, fin constitucionalmcntc valioso tan igual que el pago de las deudas
laborales. Si¡ embargo, esta situación particular, no encuentra justillcación similar
en el caso de deudas previsionaies, en la medida que el resa¡cimiento del daño
causado al derecho a la pensión no afecta una inversión privada ni el Fondo

: El texto de las normas citadas conesponden a la modificatoria introducida por el aniculo I del Decreto
Legislativo 1029, publicado el24 dejunio de 2008.
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Consolidado de Reservas Previsionales, confome lo he precisado en los
considerandos 28 y 29.

32. Teniendo ello eI1 cuenta, se aprecia que el interés moratorio de las der¡das
previsionales, en tanto el pago de pensiones no provienen de acreencias producto de

un contrato suscrito a voluntad entrc el Estado y el aportante (dcudas civiles), ni de
una relación laboml, será aquel determinado por el Banco Central de Reserva (BCR)
a través de la tasa de interés efectiva, en atenciór a lo establecido en la Ley
precitada 28266. Cabe indicar asimismo, que dada la previsión legal antes
mencionada, los intereses previsionáles tampoco se encuentan sujetos a la
limitación del anatocismo regulada por el artícr¡lo 1249 del Código Civil, pues dicha
disposición es exclusivame¡te aplicable a deudas provenientes de pactos entre
privados; y su hipotética aplicación para la resolución de controversias en las qur: se

vean involucrados derechos fundamentales. carece de sustento constitucional v
legal.

31. Por estas razones la deuda pensionaria como madl'estación material del derecho a
la pensión debe ser entendida como el goce de una prestación con valor adquisitivo
adecuado con Ia moneda vigente, pues desconocer la naturaleza valorista de una
deuda pensionaria implica una forma de menosoabo a la dignidad del adulto mayor,
en su forma más básica como lo es la maüute¡ción propia. Más aún, si se considera
que el derecho a la pensión con'rprende el derecho al goce opoftuno de la p¡estación
pensionaria; situación que implica el pago de una mensualidad acorde al valor
monetario vigente a la fecha de su cancelación. No un pago que suponga la pérdida
de su valor adquisitivo, aun cuando el deudor sea el Estado. Lo contrario implica
generar una politica lesiva al principio-derecho de dignidad del adulto mayor, que
se lraduce en otorgar prestaciones carentes de solvcncia en i]l mcrcado para la
adqLrisición y pago de cuestiones elementales y básicas.

Sentido de mi voto
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En tal sentido. mi voto es porque se revoque en parte la Resolución 35, de fecha 5 de
enero de 2016, emitida por la Primera Sala Espccializada Civil de ia Corte Superior dc
Justicia de Lambayeque. en el extremo referido al pago intereses; y ordenar a la ONP
que le pague a la pade demandante los intereses generados utilizando la tasa legal
efectiva, que i¡nplica el pago de intereses capitalizables. Asimismo, opino que se debe
confirmar tal resolución en cl extremo referido a 1os incrementos de las cartas
normativas l5-ONP-IPSS-90, l7-ONP-IPSS-90 y 19-ONP-IPSS-90, por cuanto no
fueron materia del pronunciamiento de la sentencia de autos.


